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Hechos

RE\OLUC/O/I,.' de 9 de julio de 1992, de la Dirección
General de los Registros J' del NotarÍado, en el r('curso
f;ubernativo interpuesto por el /l/Olario de Barcelona. don
josé Vicente ,Hartin(':::~Borso López, contra la negativa del
Registrador de la Propiedad número 15 de dicha ciudad ti

inscrihir una escritura de comprarenfa.

7 de julio de 1992.-EI Director general, Antonio Paul'vfadríd
Pn!rún.
Sr. Regl5trddof Mercantil de león.

En el ret.'urso gubernativo interpuesto por el Notario de Barcelona
don José Vicente Martínez-Borso López, contra la negativa del Regislra­
dar de la Propiedad numero 15, de dicha ciudad, a inscribir una
escritura de compraventa.

El día 4 de julio de 1989, mediante escritura pública autorizada por
el Notario de Barcelona don José Vicente Martinez-Borso López, la Caja
de Pensiones para la Vejez y de Ahorros de Cataluña y Baleares vendió
a dOlla María Mercedes Roig Molina, por el precio y condiciones que en
dicho documento se establetTn, la finca que en el mismo se describe. En
la referida escritura se pacta la siguiente cláusula: «Segunda: El precio di.'
esta venta se fija en 3.839.000 pesetas, de las cuales:

a) 3.054.971 pesetas declaran los representantes de la Entidad
vendedora haberlas rct'ibido antes de este acto de la parte compradora,
por lo que otorgan en su favor eficaz y total carta de pago por dich3
suma.

b) y el resto. de 784.029 pesetas, incrementado con el interes anual
del 12 por 100, Que la voluntad negot:ial constituye como una sola
obligación integrante de la contraprestación básica del comprador, se
aplaza para ser satisfecho por éste en 142 plazos mensuales, los dias 1
dt.~ cada mes, desde el I de agosto de 1989 al 1 de mayo de 2001. ambos
inclusive, de importe unitario de 10.363 pesetas cada uno de eIlos,
excepto el ultimo, que es de 10.316 pesetas. Dichas cuotas están
calculadas se~ún el llamado sistema francés, de acuerdo con el cuadro
de amortizaCión Que me entregan, firmado por ambas partes, y que dejo
unido a la presente escritura. Los pagos se harán mediante cargos en la
cuenta número 6541-49, Que la compradora mantiene en la oficina &07
de la caja vendedora. Quien queda autorizada expresamente para ello.})

«Tercera: La falta de pago a su vencimiento de dos cualesquiera de
los plazos indicados. o del último de eHos. tendrá el carácter dc
condición resolutoria explícita a que se refieren los artículos 1.504 del
Código Civil y 11 de la Ley Hipotecaria, con los efectos que determina
el artículo 59 de su Reglamento. La resolución plena y automática de la
venta se producirá por la notificación del vendedor al comprador, y por
el transcurso del plazo de gracia de treinta días, a contar desde el
siguiente a la notificación, que esta misma deberá conceder. El título
inscribible será el del vendedor, acompañado de los documentos que
justifiquen el haberse practicado la notificación, el transcurso del plazo
de gracia y, en su caso, los justificantes de la consignación a que se

a contar desde uno determinado, con la únira particularidad de que en
vez de contar hacia adelante lo haga en sentido retrospectivo; por el
contrario. y así se desprende daramente de la redarción legal, el objetivo
de esta norma es asegurar la existencia de un margen temporal de quince
d ¡as, al menos, entTc 105 momentos de publicación del anuncio y de
reunión dl' la Junta, y por ende, ninguna de estas dos fechas puede
formar parte de dicho lapso. En este mismo sentido se manifiesta el
mtículo 98_3.° de la Ley de Sociedades Anónimas. cuando fija un plazo
de ocho dias de antelación a la fecha de la reunión; y es, asimismo, la
doctrina sentada por el Tribunal Supremo de forma reiterada (vid
sentencias 18 de marzo de 1968 y 5 dt' marzo de 1987) si bien, que
rdl'rida al precepto anterior (artículo 57 de la Ley de Sociedades
Anónimas de 17 de julio de 195 1) cuya rtxlacción persiste integramentt.'
en los extremos que ahora interesan.

4. Así pues, no habiendo podido constituirse válidamente la Junta
en primera convocatoria (cualquiera que fuera el numero de los
asistcntes) y no habiendo asistido a la reunión celebrada en segundo
llamamiento un quórum. de asistencia que cubra, al menos, el mínimo
legal prevenido para la reunión en primera convocatoria. decae igual­
mente la validez de esta reunión. resultando ineficaces sus acuerdos (vid
artieulos 102 y 103 en relación con el f 15.2 de la Ley de Sociedades
Anónimas) lo que, por otra parte. exime de la necesidad de entrar en el
;:málisis de los restantes defectos de la nota impugnada.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso inter­
puesto y confirmar el acuerdo y la nota del Registrador en los krminos
de los anteriores fundamentos.

Lo que con de',i'oJucíÓI1 del expediente original comunico n ustedes
para su conocimiento \. dernas efcctos.
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v
Don Juan Ignacio Ovejero Guisasola, en representación de «Labora­

torios Ovejero, Sociedad Anónima», se alzó contra el anterior acuerdo.
y alegó que resulta un hecho incuestionable y admitido que el anuncio
de la convocatoria se realizó tanto en el «Boletín Oficial del Registro
Mercantih), como en el diario «El Sol», el día 20 de junio. Las Juntas
generales se encontraron convocadas para el día 5 de julio, en primera
convocatoria y para el día 6 de julio en segunda. fecha en la que,
efectivamente, se realizó ante la falta de quórum existente en la primera.
Que poniendo en relación los artículos 97.1 de la Ley de Sociedades
Anónimas, 5 y lIJO del Código Civil, hay que llegar a la conclusión de
que procede suprimir del cómputo el día de celebración, pero no el de
publicación. B. Que en cualquier caso publicada la convocatoria en el
«Boletín Oficial del Registro Mercantil» y el periódico «El So1», se
encuentra asegurada la divulgación de la misma. C) Que el orden dd
dia recoge los extremos que habían de modificarse \' entre ellos figura:
h) «Limitaciones a la transmisibilidad de las acciones.}) Resulla
cvicit.'ntc que el cambio de caracter de las acciones «al portadom en
«(flo111inativas» era una exigencia legal y, por tanto, anunciado d
\.'stabJccimiento de limitaCiones a la transmisibilidad de las acciones. iba
implícito el cambio de caraclcr de las acriones sin que resulte posible
sena!ar en la convocatoria todas y cada una de las modificaciones. pues
en C\l' ~upuesto seria pn'clSO contar con un ejemplar del «Boletin Oficial
dd Registro Mercantil» para oda anunt"Ío. D. Que en 10 referente al
quórum de la segunda convocatoria de la Junta, resulta de aplicaóón lo
eSiahlccido en la disposición transitoria 5.'¡ ya que existiendo en los
antiguos Estatutos sociales una limitación a la Iíbre transmisibilidad de
las acciones. la modifi('<!ción acordada (al portador en nominativas) era
una imposición legal. l'UYO acuerdo había de adoptarse (:on las mayorías
seúa!adas en el artIculo 103,2 Y no resultando exigidas las mayorías
establecidas cstatuwríami..'nte por virtud de lo dispuesto en dicha
disposición transitoria. E. Que el informe requerido por el artículo
144.la) de la Ll'Y de Sociedades Anónimas, fue redactado por el Consejo
de Administración por unanimidad con la composición resultante.
después del cese de los tres administradores acordado por la Junta
gelleral celebrada el día 15 de junio. Que el Consejo de Administración
en ~u sesión llt'l día 17 del mismo mes acordó convocar la Junta
cxtmordinaria y n:dactar el preceptivo informe, acuerdo válido, pues en
su ck'("i~;ión participaron todos ¡os Consejeros que tenían vigente su
cargo en ese momt~nto, ya quc el acuerdo de la Junta de accionistas en
que se cesÓ a tres Consejero~ no ha sido recurrido. Que admitir el
argumento del senor Registr..ldor equivaldría a negar la validez a todos
y cada uno ...h.' los aclOs realizados por el Consejo de Administración.
desde el día 15 de julio dc 1991. Admitir ese argumento significaría
sustnler a la actuación judicial determinadas funciones y haría innecesa­
rio el mantl'nimicflto del articulo 120 de la Ley.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 97, 98 Y J15 de la Ley de Sociedades Anónimas
y Scntcnl'ias ele 28 dl' marzo de J968 y 5 de marzo de 1987.

l. El primero de los defectos de la nota de calificación impugnada
en el presente recurso hace referencia al modo de computar el plazo de
quince dias a que alude el artkulo 97~1 de la Ley de Sociedades
.\nóriimas: en concreto ha de decidirse ahora si puede entenderse
S<ltisfi.Tha esta exigencia lcgalcuando entre la fecha de la publicación del
anuncio y la fecha fijada para la reunión en primera convocatoria. y
exduyt'ndo una y otra del cómputo, no media sino un plano de catorce
días. En el caso concreto. el anuncio fue publicado el dia 20 de junio de
1991 Yen él se fijaba el 5 de julio siguiente para la reunión en primera
con\ocatoria yel 6 de julio para la reunión, sí procediere. en segundo
llamamiento; la Junta se celebró en segunda convocatoria con asistencia
del 40.8208 por lOO del rapital social.

2. Sostiene el recurrente que, si bien por imperativo de los artículos
5 y 1130 del Código Civil. debe excluirse del cómputo el día fijado para
la celebración de la Junta, no ocurre lo mismo con el día de la
publicación del anuncio, pues la expresión legal «no deja lugar a dudas)),
resultando, por tanto, satisfecha la antelación legalment~ exigible. Sin
embargo, tal criterio no puede estimarse.

3, En el supuesto debatido no resulta de aplicación el artículo 5 del
Código Civil; no se trata de la computación de un plazo; de Quince días

último su transformación en nominatívas, que es lo que debió explici­
tarse en el orden del día: b) Que dicha transformación de las acciones
al portador en acciones nominativas, se adoptó en Junta celebrada en
segunda convocatoria, con una asistencia de tan sólo 40,8208 por 100
del capital. quórum menor Que el exigido estatutariamente, y que, es el
que debió tenerse en cuenta por aplicación de la disposíción transitoria
quinta de la nueva Ley de Sociedades Anónimas; e) Que ha de
concluirse que la redacción del preceptivo informe a que se refiere el
artículo 144.!a) de la Ley de Sociedadés Anónimas, se ha hecho por dos
de Jos miembros del Consejo de Administración, y si acaso tres, pero sin
intervención de los otros tres que fueroR separados, por una Junta en la
que. un porcentaje considerable de accionistas más del 44 por 100 del
(:apital y, entre ellos, los Consejeros separados, no pudo votar.
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refiere el artículo 175 del Reglamento NotariaL (~mo cláusula penal,
Que forma parte de la estructura misma de la- condición resolutoria
pactada, ambas partes establecen, y la parte compradora consiente
expresamente, que en caso de resolución la vendedora retenga en su
poder, en concepto de pena por incumplimiento, utilización de la tinca
ven<!ida e indemnización por daños y perjuicios, la mitad de las
cantIdades que la parte compradora hubiesc satisfecho hasta el
momento de la resolución, sin que en ningún caso dicha indemnización
pueda superar el 20 por 100 del precio total de la finca vendida por cada
año transcurrido desde la firma del presente contrato. El vendt-xlor, al
consignar el precio pagado, en el momento de ejercitar la resolución
podrá deducir dirertamente dichas cantidades. por entender que, en cas¿
de ser aplicable el artículo 1,154 del Código Civil, correspondería al
comprador s~licitar judicialmente la moderación de la pena, y no al
vended.or perjudicado por su incumplimiento. Igualmente quedará en
beneficIO del vendedor, en caso de resolución. y sin derecho a indemni­
zación, cuantas obras e instalaciones de caractcr fijo hubieren sido
realizadas en la finca vendida por el comprador- Ambas partes estable­
cen, y el vendedor consiente expresamente. que la condición resolutoria
pactada quedará extinguida por el transcurso de sesenta meses a contar
desde el vencimiento del último plazo, si antes no se hubiese ejercitado
el. derecho a resolución, y no conste en el Registro de la Propiedad
aSiento de prórro~ convencional del plazo. o de ejercicio por el
ven<;iedor de las aCCIOnes que le correspondan por razón de esta venta~
pudiendo cancelarse en la forma prevista en e! artículo 355 del
Reglamento Hipotecario.»

Il

Presentada la anterior escritura en el Registro de la Propiedad
número 15 de los de Barcelona fue calificada Con la siguiente nota: «Por
haber ca~ucado el ~nterior asiento de presentación, después de tres
presentaCIOnes suceSIVas, se ha presentado nuevamente el documento y
se.proced~ a nueva ~alificación c~nforme al articulo lOS del Reglamento
Hlpotecano. Examinada la escntura y puesto de manifiesto al presen­
tante que el precedente título puede ser susceptible de inscripción parcial
conforme al artículo 434 del RL"'glamento Hipotecario, opta por no
reahzar tal operación y, en cambio, solicita. cxpresamente y por escrito.
por nota al margen del asiento del Diario, que se extienda nota de
calificación. Se ha advertido repetidamente al prescntante de su rcspon~
sab.ilidad ante una decisión que excluya de los benefi<:ios de la garantia
regIstral al documento presentado, conforme a los artículos 1,718, 1.720
Y 1: 726 de! Código CiviL No obstante, insistió en dicha solicítud y se
extIende la nota en estos términos: No practicada la inscripción de la
precedente escritura, conforme a los articulas 18 v 37 de la Ley
Hipotecaria, por los siguientes defectos: •

. L,) ; P?rque la resolución plena y automática de la venta y la
rcmscnpclón a favor del vendedor no es inscribible por las siguientes
razones:

a) Porque tal resolución y reinscripción infringe o viola las Rcsolu~

ciones de la Dirección General de, los Registros y del Notariado de 5. 6
Y7 de febrero de 1990, que exigen, en todo caso (no, en su Caso, como
dice la escritura) la previa o simultánea -consignación global de las
cantidades que hubiera percibido el vendedor del comprador, por virtud
del contrato resuelto.

b) Porque la escritura se refiere, exclusivamente, a la consignación
del "precio. pagado" y para nada a los intereses percibidos, lo que
vulnera y VIola la doctrina de las citadas Resoluciones de la Dirección
General de los Registros y del Notariado de 5. 6 Y7 de febrero de 1990.
que. exigen "la consignación ~lobal" prevía o simultánea, de las
cantIdades que el vendedor hubIera recibido del comprador en virtud
del contrato resuelto (artículos 1.124 y 1.295 del Código Civil).

c) Porque la mentada escritura contraviene las referidas Resolucio~
nes, las cuales imponen que '"debe constar auténticamente" y "se
reflejen con exactitud en la inscripción las fechas de todos los venci­
mientos mensuales y las cantidades que en cada vencimiento correspon­
den a principal ya intereses", ya que el cuadro de amortización que se
incorpora. a la ~isma no cumple los requisitos del artículo 25 de la Ley
del Notanado ni del artículo 15 J de su Reglamento. pues los días, años
-estos últimos, además, incompletos- y cantidades aparecen sólo
expresados en guarismos, a pesar de afectar al valor o precio del contrato
-muy concretamente a su resolución- y también porque los meses de los
vencimientos, además de incompletos, no vienen expresados en lengua
castellana ni autonómica. Y, por cuanto, "los testados" o "tachaduras"
operadas en el mismo cuadro contravienen lo dispuesto en el artículo 26
de la Ley del Notariado, ya que al no estar salvadas inducen a error, para
cumplir lo antes expuesto en las tan repetidas resolucíones.

d) Porque la sentencia del Tribunal Supremo de 19 de julio de
1989, dice "es claro que la sanción del artículo 59 del Reglamento
Hipotecario es excepcional y debe interpretarse con sentido restrictivo,
por lo: que si el comprador notificado no consiente ni se allana a la
resolución, sólo procede declarar ésta por vía judicíal".

e) Este procedImiento de resolucíón por una mera notificación
provocaría que el artículo 59 del Reglamento Hipotecario sea "inconsti­
tucional" o de u muy dudosa constitucionalidad" (artículo 24 de la

Constitución), segun doctrina reciente de destacados tratadistas, 'debido
a la ind(;'fensión ~ue puede producir. ya que el Registrador, con
facultades cuasi Judiciales decide la resolución, oyendo a una sola de las
partes' (el v""dedor), lo que puede suponer una extralimitación de la
competencia de dicho Registrador, pues al ser dicha resolución una
cUl'stión (olltent'iosa, corresponde su solución al Poder Judicial al que
no se le pueden wstraer estos supuestos. (omo se deduce claramente de
la sentencia dL'i Tribunal Supremo antes citada.

l) Porque al expresarse en la escritura que "caso de ser aplicable el
artículo 1.154 d(,:1 Código Civil, corrcspondería al comprador solicitaJ
judicialmente la moderación de la pena y no al vendedor perjudicade
por su lOcumpliI11H:nto''. esto no es inscribible porque implica una
in\CTsión de la posición procesal de las partes. al establecer$(' que el que:
debía f1gumr c..'1110 demandado (el comprador) figure como demandante
y ti demandante que es el vendedor o "perjudicado" aparezca come
demandado. ¡Jaclo que contraviene las normas de derecho procesal que
son de derecho nccc::Xlrio.

g) Purqur la escritura. al referirse al título inscribible, dice: .....y, er
su caso, los jus!Jficanh:s de la consignación a que se refiere el articule
175 del Reglamento Notarial", el cual se refiere a una cosa tan diíerenH
o distinta de la consígnación, como es la dctenninaóón de cargas (
graval1lenes que p~scn sobre los bienes inmuebles». QuiZá la escritur.
con esta rcfcrl'lll"ia legal ha querido remitirse al articulo 175. regla 6~a de
Reglamentu Hiptccario (no notarial). que si alude a la consignación de
valor di,? los- inmuebles o el importe de- los plazos de los biene:
inmuebles, sUjetos a condiciones resolutorias.. Es de observar que ta
referencia posiblemente equivocada se encuentra en doce escritura:
presentadas -i,?n las que la parte vendedora es la misma Entidad l
idéntico el· funcionario autorizante- y de las que también se ha pedid<
nota de calificación, lo que indica que tal modelo es uniforme para toda
ellas y propio de la contratación en masa. lo que es objeto de la Ley di
Consumidores.

2.0 Porque la cláusula penal, contenida en la cláusula «tercera» d,
la escritura, no puede tener acceso al Rtgistro:

a) Porque al prc-ver la escritura la deducción directa de la indemni
zación por el uso y utilización de la finca y por la cláusula penal. a
consignar el «precio pagado», en el momento de ejercitar la resoluclór
contravienen las Resoluciones de 5, 6 Y7 de febrero di..' 1990, que exige]
la «consignación globah) de todas 'las cantidades pcreibídas, sin dedue
cíón de ninguna clasc.

b) Porque al Registro sólo acceden los derechos reales sobr
inmuebles (articulo l-l.°, 2 Y 98 de la Ley Hipotecaria, y 7. 9 Y 51-6.
de su Reglamento), por la cual no pueden tener acceso al mismo· 1
indemnización por uso y la cláusula penal que es obligación entre la
partes sin tras(:endi..'ncia real inmobiliaria. según múltíples Rcsolucione
de la Dirci..'ción General de los Registros y del Notariado. Por es
reiterada jurisprudencia de la Dirección General de los Registros y d(
Notariado. dice que el Registrador en su funcíón calificadora est
«ohligado a un examen minucioso del título para depurarlo de aquellc
c1ementos carentes de los requisitos estructurales necesarios para mod~

!izar el derecho de propiedad... y ello, a pesar de estar ronectados a otre
de indudable cará(·ter real» por eso intentar que accedan al Registr
pactos de carácter personal, como los citados, implifa pretender que j

Registro en España sea de mera transcripción. de todo el negoci
jurídico, cuando, en base a la funcíón calificadora, es un Registro e
inscripción o mero extracto de dicho contrato, lo que tiene eontenid
real o efectos «erga orones».

c) Porque lo contenido en la cláusula tercera y el apartado b) de ,1

segunda infringen o contravienen la Ley de Defensa de los Consumid(
res de 19 de julio de 1984, especialmente sus números 2.°, 3.°, 4.° 5,°
S,o de la letra c) del apartado 1 del artículo 10, debiéndose aplicar a es'
escrítura el apartado 2 de dicho precepto.

3.° Porque al configurarse en el documento que el precio,lncreme]
tado con los intereses, «por voluntad negoClaL constituyen una so
obligaóón», se vulneran preceptos fundamentales del sistema juridio
como el artículo 1966~3.0, así como el 1.916. ambos del Código Civil, a
como articulo.'> báSICOS de la Ley Hipotecaria, como el 12 el 144 e inclU!
los artículos 116 y 157, Asimismo se infringe el articulo 1.884 del Códi!
Civil y la Doctrina de la Juris.prudencia que dan un carácter restricti,
a la interpretación del artículo 1.504 del Código Civil, exigiendo 1:
incumplimiento de la obligación principal, grave y obstativo.

4,° Porque al expresarse en la escritura que el precio, incrementa(
con los intereses. «por voluntad negocial, constituye una sola oblig
ción», esto implica intentar confundir o alterar el contenido de 11
conceptos básicos del sistema jurídico, el precio y los intereses, pues S(

conceptos muy diferentes y supone una contradicción con el cuadro 1

amortización que se deja unido a la escritura, Ambos conceptos se
distintos (precio e intereses), pues cada uno tiene su régimen jurídico
su causa, siendo el primero el «precio de la finca» y el segundo el «prec
del dinero aplazado», Con esto se olvida que Jas leyes que estableo
estos conceptos básicos del sistema jurídico,· no pueden resultar afec1
das por la aut0nomía de la voluntad de las partes, ya que lo prohíbe
artículo L255 del Código Civil.

5,° Porque se vulnera el articulo 327 de la Compilación (
Derecho Civil de Cataluña, aplicable por analogía, pues el pacto de ]
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indemnizar al comprador cuantas obras e instalaciones de carácter fijo
hubieren sido realizadas en la finca vendida por el comprador. no puede
tener acceso al Registro, por su carácter personal y por ser un pacto que
no puede afectar a terceros poseedores.

6.° Porque en virtud de la «tradición jurídica catalana~) a que se
refiere el artículo 1 de la Compilación, en Cataluña procede interpretar,
de forma restrictiva, el comiso y el pacto de «!ex commísoria», lo que
hace impropio la amplitud, tanto de supuestos, como de efectos. que
pretende dar la escritura calificada. Se puede conseguir la «inscripción
parcial» del documento, con el consentimiento a que se refiere el
articulo 434 del Reglamento Hipotecario. No procede tomar anotación
preventiva de suspensión que tampoco se ha solicitado. Extendida esta
nota, sólo cabe. la subsanación de los defectos o promover. contra clla,
si se estima procedente, recurso gubernativo el cual se tramitará
conforme lo dispuesto en los articulos 66 de la Ley Hipotecaria y JJ2
Y siguientes de su Reglamento, siendo en primera instancia ~~te el
excc1cntísimo señor Presidente del Tribunal Superior de JustiCia de
Cataluña, y en alzada, si procede, ante la Dirección General de los
Registros y del Notariado, en los plazos señalados por dichos preccp­
tos.-Barcelona, 7 de noviembre de 1990.-El Rcgistrador.-Fdo., Félix
Martíncz Cimiano.

111

El Notario autorizante del documento interpuso recurso gubernativo
contra la anterior calificación, y alegó: 1. Que la nota recurrida deniega
la inscripción de una compraventa con precio aplazado y condición
resolutoria explícita, por considerarse por el Registrador qu~ los
intereses del precio aplazado no pueden quedar amparados baJO la
cobertura del articulo 1.504 del Código Civil, y porque considera que la
chiusula penal inserta en ella no es inscribible, dada su naturaleza
personal. IL Que l;l doctrina sentada por la Dirección General de los
Registros y del Notario en las Resoluciones de 5, 6 Y 7 de febrero de
1990 se opone a lo contenido en los defectos uno, tres y cuatro d~ la n?ta
de calificación. III. Que al defecto segundo de la nota de calIficanon
se opone: a) La doctrina de las citadas Resoluciones; y b) Se acepta
la tesis de dichas Resoluciones en cuanto a la consignación total del
precio, a los efectos de reinscripción del dominio a favor del vendedor.
Pero, a los efectos que aquí interesan, la justa ponderación de los
intereses en juego sólo exige la constancia registral, por lo que a la
cláusula penal se refiere del párrafo cuarto de la cláusula tercera de la
escritura, IV. Que no existe el defecto quinto, puesto que está
~erfectamente c1ar<? que se trata d.e pactos i~terpartes ~, por taI'!l?, no
tiene por qué reflejarse en el Registro, reflejO que nadie ha sohcnado
expresamente. V. Que tampoco existe el defecto sexto, puesto que si
hay alguna tradición es justamente la inversa, J.'Or lo que la alegación de
tal defecto no pasa de ser un intento para limitar las in4Kancias del
recurso, que ya el excelentísimo señor Presidente del Tribunal Superior
de Justicia de Cataluña desestimó en cuanto a tal pretensión en auto de
fecha 15 de octubre de 1990.

IV

El Registrador de la Propiedad, en defensa de su nota, informó:
A) Que como cuestiones previas, hay que señalar: 1.0 El presentante
del documento no ha dado su conformidad a la inscripción parcial del
mismo. 2.° La Entidad vendedora no ha interpuesto· ningún recurso
contra la nota de calificación, por el contrario, en muchas escrituras
autorizadas por otros Notarios en que actuaba la misma Caja, como
vendedora, los presentantes dieroR su conformidad en la inscnpción de
la escritura, sin constancia alguna de la cláusula penal; y 3.° El
ft.'Currcnte ha dejado pasar el momento procesal oportuno para refutar
bastantes de los argumentos de la nota de calificación (artículos 113, 121
Y 122 del Reglamel>lo Hipotecario). B) Que en cuanto a los defectos de
la nota de eaHficadGn bay 'lile ~gniftt:ar: 1. La escritura vu.kJera la
doctrina de las Resoluciones de 5,6 Y7 de reMerQ Ele 1990, en cuanto
a la obligación de cODiigliaci4n previa o sintültáae8. Que la escritura
calificada es 4e ¡m me4elo diferente al qllle provocó las dtadlls
Resoluciones. la cuestiÓftes muy tmpeI1aate para el mHcionamiento
del Registro de la Propiedad; y &e h. de-impe<!ir la iftscripeión de dicho
párrafo en virtud de 13 estalolecido ... los aníclllos 1, párrafu 3 Y38 de
la Ley Hipotecaria, pllesen caso contrario se provocaría·una «apariencia
jurid¡.ca», incumpliéndose con ello la Resolución de 4 de jtlJio de 1984.
JI. Que la escritura al h.ablar de cORS-ignar el precio solamente viola la
doctrina de las Resoluciones de 5,6 Y7 de febrero de 1990 que exigen
consignación de todas las can~idades recibidas por el vendedor.
111. Que el cuadro de amortización infringe la doctrina de las Resolu­
ciones anteriormente citadas, puesto que los días y años aparecen sólo
expresados en ~uarismosa pesar de afectar al valor o precio del contrato,
los años están Incompletos y los meses de los vencimientos, además de
incompletos no vienen expresados en lengua castellana ni autonómica
(articulo 25 de la Ley del Notariado y 51 del Reglamento Notarial).
IV. Que, según la escritura, los intereses lo son por razón del préstamo.
Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 18 de la Ley Hipoteca·
ria, del contenido del título resulta que el precio aplazado está
configurado corno un préstamo o crédito con intereses y, por tanto, no
pueden garantizarse con condición resolutoria sencill,amente porque

sería un supuesto de pacto de comiso en el préstamo lo que no estü
permitido por la legislación vigente (articulos 1.859 y 1.884 del Código
Civil) y las Resoluciones de 24 de mayo y 16 de septiembr~ fueron
terminantes en pro de la interpretación estricta del comiSO. Las
Resoluciones dt, 5. 6 Y 7 de febrero de 1990 tienen diferencias en los
supuestos de hechu con la eser.itura calificada y. por otro lado, en virtud
del articulo 4-1." del ('odigo (·¡vil no se puede aplicar la analogía por ser
una ley exc('~)l"ÍonaJ el pacto de comíso. V. Que el com~so no e~

aplicable a Jos intereses, a pesar de que no hubiera menclOnado el
préstamo. El derecho de garantía moderno está en la figura de hipoteca_
que' surge frente al comiso, porque en ella se satisfacen todos los
intereses ~n juego, con la aplicación del sobrante del crédito a los que
¡iencn derecho a ello~ La mayor conflictividad jurídica actual se
produce. preeísamente, a través del pacto de lex Comisara, que supone
un privílegio excepcional para el vendedoL Que en este punto hay que
señalar lo establecido en la Ley de Venta a Plazos de Bienes Muebles de
J7 de julio de 1965, artículo 19 y las Resoluciones de 20 de mayo, 23
y 26 de octubre de 1987. VI. Que el englobamiento en una sola
obligación de precio e intereses supone una contradícción con lo que
seriala el (~uadro de amortización y, además. un fraude de ley. Que el
recurrente nada dice sobre este punto en el escrito del recurso.
VII. Que en lo referente al carácter restrictivo o excepcional del
artículo 59 del Reglamento Hipotecario, cabe destacar la Sentencía del
Tribunal Supremo de 19 de julio de 1989, y la cláusula tercera de la
escritura calificada no son conformes con la interpretación que hace la
citada sentencia. VIII. Que hay que entender que si no se hace al
articulo 59 del Reglamento Hipotecario dicha interpretación restrictiva
es inconstitucional. por tanto, a partir de la Constitución ha de ser muy
cuidada la redaccíón notarial de los contratos que tengan pactos
resolutorios t'xplícitos. En este tema hay que destacar la resolución de
28 de julio de 1988. IX. Que el articulo 1.504 del Código Civil es
objeto de una interpretación restrictiva por parte de la doctrina
jurisprudencial en un doble sentido: a) Obligaciones que pueden
garantizarse con tal artículo: La obligación principal del pago del precio
y no las obligaciones accesorias o accidentales (entre ellas. los intereses),
Sentencías del Tribunal Supremo de 29 de abril de1904, 21 de mayo de
1948, 17 de julio de 1950, 7 de julio de 1963,8 de febrero de 1975 y 4
de mayo de 1982; 't Resoluciones d~ la Dirección Genera~ .de los
Registros y del Notanado, de 17 de nOVIembre de 1978,29 de dICIembre
de 1982. 24 de marzo y 16 de septiembre de 1987; y b) Exigencia por
el Tribunal Supremo de que el incumplimiento sea grave y obstativo y
revele una voluntad deliberadamente rebelde (Sentencias citadas ante­
riormente y las de 21 de febrero y 4 de marzo de 1986, 12 de mayo de
1988 y 2 de junio de 19i9). X. Que los extremos de inversión de la
carga de la prueba en el artículo 1.154 del Código Civil y consignación,
en su caso, a los que se refieren los apartados f) y g) de la nota de
ca#ficación, no Haft sido rebatidos por el recurrente. Xl Que en
cuanto a la cláusula penal: a) Vulnera las Resoluciones de 5, 6 Y 7 de
febrero de 1990~ b) Que es un pacto personal, sin trascendencia real y,
por taRto, no inscrIbible. Las Resoluciones citadas no entraD propia­
mente a examinar la naturaleza y configuración jurídica de la cláusula
penal, sino que reconocen que se trata de un pacto oblígacional. Que en
el Registro no se inscribe el negocio, sino los derechos reales y pactos de
trascendencia real, en virtud de ne~ocio que sirve como título (artículos
1.°.2.0

, 51_6.° Y 98 de la Ley HIpotecaria y 605 del Código Civil y
Resolución de 5 de abril de 1990). Que la cláusula penal referida en la
escritura es un pacto meramente obligacional e indemnizatorio, que
constituye un mero «crédito escriturarío», sin que pueda efectuar a
terceros, como serían los titulares ulteriores de créditos hipotecarios o de
otros derechos reales, y talrl~Üt:() debe tener preferencia sobre otros
créditos cscriturarios de f('~k./ da¡~fior, aunque no estén ínscritos en el
Registro, a pesar de 1.:; .. \t~bkddo en el artículo 32 de la Ley
Hipotecaria. Que la única hJrma de prantizar una obligación que tiene
que se·r oajeta se sentencia de cofttlfena es cen el señalamiento de un
<<<}uanturm> máximo a traves de la hipoteca de seguridad. Que refor­
zando el caráe1er persooal de la cláusula peRal y, por tanto, no
inscribible, hay que citar: Los autos del excelentisimg Presidente del
Tribunal SUl.'CriCr de Jtlsticia de Catahiña de fechas lO de enero y 15 de
octubre de 1990, las ReSQlu.ciQnes de la Dirección General de los
~egisl<os y del N..tariado de 29 de diciembre de 1982, 16 Y 17 <le
septieml>re de 1987, 19 de enero de 1988 y 5, 6 y 7 de febrero de 1990,
y en cuanto a la labor del Registrador en la depuración de lo personal
respecto a lo real, las de 1 de abril y 25 de junio de 1981 y de julio de
1984,"20 de mayo de 1987; e) Que la cláusula penal es ioválida por
infringir varios apartados del fundamental artículo 10 de la Ley de
Defensa de los Consumidores. Que se revela Que las escrituras han sido
redactadas unilateralmente por la parte compradora (contratación en
masa) en contra de lo declarado en el auto del excelentísimo seriar
Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de 15 de
octubre de 1990. Que principalmente se infringe el número 5 del
apartado c) del artículo 1G-l Yel numero 8 del citado articulo 10. Que
demostrada la infracción de este precepto es evidente que la calificación
registral ha de comprender los preceptos de la referida ley en vírtud de
lo establecido en el artículo 18 de la Ley Hipotecaria y 101 del
Reglamento Hipotecario, en relación con el artículo 10 apartado 4 de la
Ley de Defensa de los Consumidores. En este punto hay que destacar las
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Resoluciones de 7 de septiembre de 1989 y 1t de mayo de 1990.
XII. Que el recurrente está de acuerdo con los defectos 5.0 y 6.° de la
nota de calificación. XIII. Que en el cuadro de amortízaCÍón aparecen
unos «testados» o «tachaduras» que al no estar debidamente salvados,
y al no ser rebatido este extremo por el recurrente, basta con citar el
artículo 26 de la Ley Notarial.

v
El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña confirmó

la nota del Registrador fundándose en las al~aciones conteniQ3s en
informe del mismo y en el auto de dicha Presidencia de JO de enero
de 1990.

VI

El Notario recurrente apeló el auto presidencial, manteniéndose en
sus alegaciones, y añadió: Que el artículo 434 del Reglamento Hipoteca­
rio debe limitarse a aquellas cláusulas o pactos que no desnaturalizan el
contrato ni rompe la unidad negociat. Que en varias de las escrituras
objeto de los recursos, el Registrador ha extendido dos notas de
calificación, con defectos distintos en la segunda respecto a la primera,
que hace pensar en la aplicación del artículo 127 del Reglamento
Hipotecario; y, por otro lado, ha sido necesaria, a veces, hasta cuatro
presentaciones para que el señor Registrador realizara la calificación.
Que el problema de la consignación sería más lógico que se planteara
una vez producida la resolución. Que del texto de la escritura se infiere
que el precio, se integra por precio de contado e intereses; y, por tanto,
no se contravienen tampoco en este punto las Resoluciones de 5,6 y 7
de febrero de 1990. Que lo que hay que adarar es si en la escritura se
establece un crédito o un préslamo que son figuras distintas, aunque al
Registrador parece que le da igual una u otra figura. Que de la lectura
del auto parece que el motivo fundamental que determina la inadmisión
del recurso consiste en que no es admisible el pacto por cuya virtud el
vendedor, al ejercitar la facultad resolutoria, puede directamente retener
la pena, y aunque en el auto aparece que este tema no ha sido objeto de
discusión por esta parte, en el escrito del recurso se dice que se aceptan
las Resoluciones antes citadas.

Fundamentos de derecho

Vistos los artículos 1.504 del Código Civil, 18 de la Ley Hipotecaria,
!O de la Ler de Defensa de los Consumidores de 19 de julio de 1984 y
las ResolUCiones de 5, 6 Y 7 de febrero de 1990 y 8, 9, !O, I1 Y 14 de
octubre de 1991.

l. En este expediente se plantean una serie de cuestiones que ya
fueron resueltas en las Resoluciones citadas en los vistos, y que en
cuanto a los cuatro primeros defectos junto con el 6.° pueden resumirse
en estos dos: a) Si los intereses del precio aplazado pueden quedar o
no amparados bajo lá cobertura del artículo 1.504 del Código Civil; y
b) Si es o no inscribible la cláusula penal incluida en la escritura
calificada.

2. En cuanto al primer punto no procede más que reiterar en su
integridad la doctrina manifestada por este centro directivo en las
Resoluciones indicadas, en el sentido de confirmar la validez de la
estipulación que extiende a la obligación de abono de intereses por el
aplazamiento del pago del precio, la cobertura inherente a la condición
resolutoria explicita del articulo 1.504 del Código Civil. Por otro lado,
se hallan perfectamente deslindados entre sí -con todas las consecuen­
cias jurídicas inherentes- el precio al contado, el precio aplazado y la
obligación de intereses (véase hecho I), que la voluntad negocial
constituye como una sola obligación integrante de la contraprestación
básica del comprador, y se aplaza para ser satisfecho en 142 plazos
mensuales con un importe unitario igual por mensualidad excepto el
último; y además se incorpora a la escritura un cuadro de amortización
firmado por ambas partes, en el que se especifica siguiendo el sistema
francés, la composición de cada una de las cuotas constantes, o sea la
parte que de las mismas corresponde a amortización de capital y de ésta
al abono de intereses, sin que lo que en cada año ha de abonarse por
intereses exceda de una anualidad de los mismos, computados mes a
mes, sobre'el total del capital garantizado. Por otra parte la norma del
artículo 151-2.0 del Reglamento Notarial relativa al uso de guarismos en
letra tiene su excepción en el propio precepto, al señalar que no será
necesario cuando «constituyan referencias numéricas de las fechas y
datos de otros documentos», como sucede en este caso, en que se
testimonia el cuadro de amortización, y en cuanto a los meses aparecen
claramente reflejados en abreviaturas (l-jan-89, l-jul-89, l-aug-89, etc.)
en dicho cuadro sin posibilidad de confusionismo. No se entra en el
examen ,de la tachadura en el mencionado cuadro de los dos primeros
meses de aplazamiento -que habían vencido al autorizarse la escritura
cal1ftcada- al no haber sido objeto de impugnación.

3. Igualmente, en relación a la inscripción de la cláusula penal y de
la estipulación por la que el comprador había de abonar, en caso de
resolución, una determinada cantidad en concepto de uso y utilización
del piso vendido, habrá que estar a lo declarado en las Resoluciones
tantas veces mencionadas y que concluyen. en resumen. en la necesidad

de la constatación registral de tales cláusulas -en los términos en que de
tales Resoluciones resulta- en coherencia con las exigencias de claridad
y precisión de los pronunciamientos tabulares y de la necesaria
expresión en el asiento de todos los pormenores del título q!lc definan
la extensión del asiento inscrito. Unicamente habrá que Indicar en
relación con el extremo recogido en el apartado a) del defecto segundo
-no recurrido- la consignación, en caso de resolución, tanto .delprecio
abonado como de los intereses satisfechos, pues uno y otros tntegTan la
contraprestación del comprador que ~ui1ibra la transmisión dominical
perseguida y sin poder hacer dedUCCión al~una.

4. Respecto de la pretendida vulneraCión del articulo !O de la Ley
de Defensa de los Consumidores de 19 de julio de 1984. ha de recorda~
la doctrina sentada por este centro directivo, conforme a la cual los
medios de calificación de que dispone el Registrador -artículo 18 de la
Ley Hipotecaria- impiden a éste apreciar si las c:oncretas estipulaciones
debatidas tienen carácter abusivo conforme a dIcha Ley.

5. El defecto 5.° de la nota no ha sido impugnado y en cuanto al
recogido en el número 6 es el propio Presidente del Tribunal Superior
de Cataluña -que esa quien en las cuestiones que I?lantea el Der~ho
Civil de esta Comunidad Autónoma corresponde dIctar la resolUCión
definitiva en estos recursos- el que estima en el auto apelado que
corresponde a la Dirección General decidir en este caso po~q.~e, ~n !i~r
aunque la nota del Registrador alude a un apoyo en la tradlcJOn Jundlca
catalana «la base de su argumentación se fundamenta en normas de
Derecho común».

Esta Dirección General ha acordado revocar el auto apelado y la nota
del Registrador en los extremos recurridos y en la forma indicada.

Madrid, 9 de julio de 1992.-EI Director general, Antonio Pau
Pedrón.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.

RESOLUCION de 13 de julio de 1992. de la Dirección
General de los Registros y del Notariado, en el recurso
gubernativo interpuesto por el Notario de Baree/oll/!. don
José Vicente Martinez»Borso López, Contra la negatlva del
Registrador de la Propiedad número 15 de dicha ciudad a
inscribir una escritura de compraventa.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notar~o de Barc~lona
don José Vicente Martínez-Borso López, c,ontra ~a negatIva. del ~t:glstra­
dor de la Propiedad número 15, de dICha cmdad, a lflscnbu una
escritura de compraventa.

Hechos

1

El día 26 de juho de 1989, mediante escritura pública autorizada por
el Notario de Barcelona don José Vicente Martínez-Borso López, la Caja
de Pensiones para la Vejez y de Ahorros de Cataluña y Baleares vendIó
a don Miguel Ojeda Navarro y doña María Dolores Cmrana Arbos, por
el precio y condiciones que en dicho d?cumen.to se establecen, .la finca
que en el mismo se descnbe. En )a refenda escntura se pacta la sIguIente
cláusula:

«Segunda: El precio al contado de esta venta se fija ,en 4.590.000
pesetas, al que hay que añadir los intereses para aplazamIentos, de las
cuales:

a) La cantidad de 2,090.000 pesetas las entrega la parte compradora
a la vendedora en este acto, mediante cheque contra el Banco Santander.
La parte vendedora otorga a favor de los compradores, total y.eficaz
carta de pago por dicha cantidad, sin perjuicio de lo establecido en el
articulo 1.\70 del Código Civil.

b) y el resto. de 2.500.000 pesetas, incrementado con el interés
anual del 12 por 100, que la voluntad negocial constituye como una sola
obligación integrante de la contraprestación básica del comprador, se
aplaza para ser satisfecho por éste en 144 plazos mensuales, los días 1
de cada mes. desde elIde septiembre de 1989 al 1 de agosto del año
2001, ambos inclusive, de importe unitario de 32.835 pesetas cada uno
de ellos, excepto el último, que es de 32.998 pesetas. Dichas cuotas están
calculadas según el llamado sistema francés, de acuerdo con el cuadro
de amortización que me entregan, firmado por ambas partes, y que dejo
unido a la presente escritura. Los pagos se harán mediante cargos en la
cuenta número 2727-14, que la compradora mantiene en la oficina 811
de la Caja vendedora, quien queda autorizada expresamente para en{)~»

«Tercera: La falta de pago a su vencimiento de dos cualesquiera de
los plazos indicados, o del último de ellos, tendrá el carácter de
condición resolutoria explícita a que se refieren los artículos 1.504 ~el
Código Civil y tI de la Ley Hipotecaria, con los efectos que determina
el articulo 59 de su Reglamento. Ambas partes establecen de forma
expresa, ratificando y confirmando la norma de imputación de pagos del
artículo 1.173 del Código CiviL que cualquier cantidad que se satisfaga


